
NOTA DE RECIBIDO: Juzgado Primero Promiscuo Municipal. Puerto Salgar, Cundinamarca.  A despacho de 

la señora Juez el presente escrito de tutela allegado en la presente fecha a través de correo electrónico. Sírvase 

proveer, Puerto Salgar, Cundinamarca 03 de noviembre de 2022. 

     

 LAURA VICTORIA VÁSQUEZ AGUIRRE 

Secretaria ad-hoc 
 
 
 

                                                                                 
 

JUZGADO PRIMERO PROMISCUO MUNICIPAL 
 

Ciudad y fecha 
Puerto Salgar, Cundinamarca tres (03) de noviembre de dos mil 
veintidós (2022) 

Referencia Expediente No. 25572408900120220057400 
Accionante Jaime Romero   
Accionado Fredy Villada administrador Finca Matos  
Medio de control Tutela 
Asunto Admite tutela  
Auto 1503 

 
 

I. ASUNTO 

 

Le correspondió a este Despacho conocer la solicitud de tutela impetrada por el señor 

Jaime Romero, actuando en nombre propio frente al señor Fredy Villada administrador 

de la Finca Matos, por la presunta vulneración de sus derechos fundamentales al 

mínimo vital, dignidad humana y seguridad social.   

 

II. CONSIDERACIONES 

 

 

De la admisión de la tutela  

 

Teniendo en cuenta que la solicitud de amparo se ajusta a la preceptiva consagrada en 

el artículo 86 de la Constitución Nacional y los Decretos Reglamentarios Nrs. 2591 de 



1991, 306 de 1992, 1983 de 2018, y 333 de 2021, amén que este Despacho es 

competente para conocer de la misma se ha de admitir y se harán los ordenamientos 

correspondientes.   

    

Esta sede judicial estima conveniente vincular al presente tramite a la Oficina de Trabajo 

de la Dorada, Caldas, Hospital San Félix de La Dorada, Caldas, Ecoopsos EPS para 

que se pronuncien sobre los hechos materia de debate.  

 

Así mismo se requerirá al demandante para que informe al Juzgado lo siguiente: 

 

1. Indicar fecha de inicio y culminación de la relación laboral.  

2. ¿Cuáles eran las labores que desempeñaba? 

3. ¿Qué horario cumplía? 

4. ¿Quién impartía las ordenes? 

5. Informar cual era el lugar donde desempeñaba las labores. 

6. ¿Qué tipo de contrato celebraron? 

7. ¿Cuál era el salario? 

8. ¿Dónde reside actualmente? 

9. ¿Cómo se encuentra conformado su núcleo familiar? 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Primero Promiscuo Municipal de Puerto Salgar, 

Cundinamarca,  

 

 

III. R E S U E L V E: 

 

 

PRIMERO: ADMITIR la acción de tutela impetrada por el señor Jaime Romero, 

actuando en nombre propio frente al señor Fredy Villada administrador de la Finca 

Matos, por la presunta vulneración de sus derechos fundamentales al mínimo vital, 

dignidad humana y seguridad social.   

 

SEGUNDO:  TENER como pruebas los documentos adjuntos al escrito de tutela. 



 

TERCERO: VINCULAR al presente tramite a la Oficina de Trabajo de la Dorada, 

Caldas, Hospital San Félix de La Dorada, Caldas, Ecoopsos EPS para que se 

pronuncien sobre los hechos materia de debate.  

 

CUARTO: REQUERIR al señor Jaime Romero para que informe al Juzgado los 

siguiente:  

 

1. Indicar fecha de inicio y culminación de la relación laboral.  

2. ¿Cuáles eran las labores que desempeñaba? 

3. ¿Qué horario cumplía? 

4. ¿Quién impartía las ordenes? 

5. Informar cual era el lugar donde desempeñaba las labores. 

6. ¿Qué tipo de contrato celebraron? 

7. ¿Cuál era el salario? 

8. ¿Dónde reside actualmente? 

9. ¿Cómo se encuentra conformado su núcleo familiar? 

 

QUINTO: NOTIFICAR, por el medio más expedito, el contenido de este auto al 

accionante y a las accionadas, haciéndoles saber que cuentan con el término de dos 

(2) días contado a partir de la notificación de este auto, para pronunciarse frente a la 

solicitud de tutela y el requerimiento planteado en el numeral cuarto.  

 

 

 

C Ú M P L A S E 

 

ANGELA MARÍA GIRALDO CASTAÑEDA  
JUEZ 



Puerto Salgar Cundinamarca, 03 de noviembre de 2022 

DOCTORA ANGELA MARIA GIRALDO CASTAÑEDA  
JUEZ PROMISCUO MUNICIPAL  
J01prmpsalgar@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Puerto Salgar, Cundinamarca  

 

Referencia: Acción de tutela. 

Accionante: Jaime Romero. 

Accionado: Fredy Villada. 

 

JAIME ROMERO identificado con cedula de ciudadanía No. 10.179.175, presento 

ACCIÓN DE TUTELA en contra de FREDY VILLADA administrador FINCA MATOS, 

para que sean PROTEGIDOS LOS DERECHOS CONSTITUCIONALES 
FUNDAMENTALES AL MINIMO VITAL Y MOVIL, DIGNIDAD HUMANA, 
SEGURIDAD SOCIAL, ESTABILIDAD LABORAL consagrados en la Constitución 

Nacional, previos los trámites señalados en los Decretos 2591 de 1991, 306 de 

1992 y 1382 de 2000. 

HECHOS 

PRIMERO: Soy una persona de recursos limitados y padre cabeza de familia. 

SEGUNDO: labore para el señor Fredy Villada por un término de ocho (08) meses 

realizando oficios varios. 

TERCERO: He sido diagnosticado por parte del galeno tratante con glaucoma, no 

especificado. 

CUARTO: Señor juez con posterioridad a la fecha en la cual he sido diagnosticado 

en debida forma por el galeno tratante y al encontrarme en tratamiento medico he 

sido despedido sin autorización del ministerio de trabajo y sin una justa causa por 

parte del accionado el día treinta (30) de septiembre de los corrientes. 

CUARTO: Señor juez además de lo anteriormente mencionado debe de saber usted 

que el accionado no había actuado como en derecho corresponde respecto de la 

respectiva afiliación a riesgos laborales, salud, pensión y servicios sociales 

complementarios. 

QUINTO: A la fecha me encuentro en una situación precaria de salud, reitero que 

soy padre cabeza de familia, persona de escasos recursos; y no cuento con una 

fuente de ingresos adicionales que me permita sufragar los gastos mínimos de 

existencia tanto propios como de mi núcleo familiar, tales como, alimentación, 

servicios públicos, vivienda; etc. 
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PRETENSIONES 

PRIMERO: TUTELAR Y PROTEGER DE MANERA INMEDIATA MIS DERECHOS 
CONSTITUCIONALES AL MINIMO VITAL Y MOVIL, DIGNIDAD HUMANA, 
SEGURIDAD SOCIAL, ESTABILIDAD LABORAL. 

SEGUNDO: ORDENAR a FREDY VILLADA administrador FINCA MATOS que con 

la finalidad de evitar un perjuicio mayor e irremediable proceda a realizar el 

reintegro laboral en condiciones óptimas para desempeñar mis funciones o con 

funciones que en razón a mi patología pueda desempeñar. 

CONCEPTO DE INFRACCION CONSTITUCIONAL 

SENTENCIA T 052 DE 2020 

DERECHO A LA ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA DE PERSONA EN 
ESTADO DE DEBILIDAD MANIFIESTA POR RAZONES DE SALUD-
Reiteración de jurisprudencia sobre protección por vía de tutela de manera 

excepcional 

En aquellos casos en los que el accionante sea titular del derecho a la estabilidad 
laboral reforzada, por encontrarse en una situación de debilidad manifiesta y sea 
desvinculado de su empleo sin autorización de la oficina del trabajo o del juez 
constitucional, la acción de tutela pierde su carácter subsidiario y se convierte en el 
mecanismo de protección principal 

DERECHO A LA ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA DE PERSONA EN 
ESTADO DE DEBILIDAD MANIFIESTA POR RAZONES DE SALUD-Reglas 

jurisprudenciales 

(i) Declarar la ineficacia de la terminación contractual o del despido laboral (con la 
consiguiente causación del derecho del demandante a recibir todos los salarios o 
remuneraciones y las prestaciones sociales dejadas de percibir en el interregno). (ii) 
En caso de ser posible, ordenar el reintegro a un cargo que ofrezca condiciones 
similares a las del empleo desempeñado por el trabajador hasta su desvinculación, 
o la renovación del contrato, para que desarrolle un objeto contractual que ofrezca 
condiciones similares al del ejecutado anteriormente, y que esté acorde con su 
actual estado de salud. Y (iii) ordenar una indemnización de 180 días del salario o 
de la remuneración, según lo previsto en el artículo 26 de la Ley 361 de 1997 

La estabilidad laboral reforzada de quienes se encuentran en situación de 
debilidad manifiesta por disminuciones físicas, psíquicas o 
sensoriales. Reiteración de jurisprudencia 

  
Los artículos 25 y 53 de la Constitución Política establecen el derecho al trabajo. 

De dicho derecho deriva el principio fundamental de la estabilidad en el empleo, 

cuyo objetivo principal es asegurar al empleado una certeza mínima en el sentido 

de que el vínculo laboral contraído no se fragmentará de forma abrupta y 

sorpresiva, de manera que no esté en permanente riesgo de perder su trabajo 

y, con ello, el sustento propio y el de su familia, por una decisión arbitraria del 

empleador. Persigue, entonces, garantizar la permanencia del trabajador en el 



empleo y limita directamente al empleador en su facultad discrecional de dar por 

terminado de forma unilateral el contrato de trabajo, cuando dicha decisión está 

determinada por la situación de vulnerabilidad del trabajador. 

La estabilidad laboral se vuelve de especial importancia cuando el empleado se 

halla en una situación de debilidad manifiesta, dando lugar a la 

denominada estabilidad laboral reforzada que “consiste en la garantía que tiene 
todo trabajador a permanecer en el empleo y a obtener los correspondientes 
beneficios salariales y prestacionales, incluso contra la voluntad del patrono, si 
no existe una causa relevante que justifique el despido”. 
Ha precisado este Tribunal que la estabilidad laboral reforzada se aplica en 

ciertas situaciones en las que los empleados son despedidos en contravención 

de normas constitucionales y legales, como es el caso de los despidos que 

recaen sobre las mujeres embarazadas[113], los trabajadores sindicalizados[114], 

las personas con discapacidad o en estado de debilidad manifiesta por motivos de 

salud y las madres cabeza de familia. 

La jurisprudencia constitucional ha desarrollado ampliamente el tema de la 

estabilidad laboral reforzada a favor del trabajador en situación de 

discapacidad, incluso mucho antes del pronunciamiento del legislador  en la 

Ley 361 de 1997, al considerar que constituye un trato discriminatorio el 

despido unilateral de una persona debido a su situación física, mental o 

sensorial. 

La Convención Interamericana para la Eliminación de todas las Formas de 

Discriminación contra las Personas con Discapacidad, recoge por primera vez   una definición normativa y precisa del concepto de discapacidad: “El término 
discapacidad significa una deficiencia física, mental o sensorial, ya sea de 
naturaleza permanente o temporal, que limita la capacidad de ejercer una o más 
actividades esenciales de la vida diaria, que puede ser causada o agravada por el 
entorno económico y social”. 
Así entendida, la discapacidad no puede asimilarse, necesariamente, a pérdida 

de la capacidad laboral, ya que personas con algún grado de discapacidad 

pueden desarrollarse plenamente en el campo laboral. Por ello se establece 

diferencia entre discapacidad e invalidez, esta última definida por el artículo 38 de la Ley 100 de 1993, en los siguientes términos: “Estado de invalidez. 
Para los efectos del presente capítulo se considera inválida la persona que por 
cualquier causa de origen no profesional, no provocada intencionalmente, 
hubiere perdido el 50% o más de su capacidad laboral”. 
Según el artículo 26 de la Ley 361 de 1997, ninguna persona en situación de 

discapacidad podrá ser despedida o su contrato terminado por razón de su 

discapacidad, salvo que se pruebe incompatibilidad del trabajo a realizar con la 

discapacidad, y medie autorización de la oficina del Trabajo. Si no se cumple este 

requisito, las personas desvinculadas tendrán derecho a una indemnización 

equivalente a ciento ochenta días del salario, sin perjuicio de las demás 

prestaciones e indemnizaciones a que hubiere lugar de acuerdo con el Código 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/T-052-20.htm#_ftn113
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/T-052-20.htm#_ftn114


Sustantivo del Trabajo y demás normas que lo modifiquen, adicionen, 

complementen o aclaren. 

Dicha disposición fue objeto de control en la Sentencia C-531 de 2000. En esa 

oportunidad este Tribunal sostuvo que contemplar solo una indemnización de 

ciento ochenta días para remediar la discriminación de una persona en situación 

de discapacidad resultaba insuficiente a la luz de los estándares constitucionales. 

Por ese motivo, resolvió que el artículo 26 de la Ley 361 de 1997 era exequible pero con la condición de que se entendiera que “carece de todo efecto jurídico el 
despido o la terminación del contrato de una persona por razón de su limitación sin 
que exista autorización previa de la oficina de Trabajo que constate la configuración 
de la existencia de una justa causa para el despido o terminación del respectivo 
contrato”. 
Además, en la Sentencia C-531 de 2000 la Corporación se pronunció acerca del 

deber constitucional de otorgar protección especial a las personas que tienen 

una deficiencia física, sensorial y psíquica, con el fin de lograr su integración 

social. Al respecto señaló: 

  “[…] en el caso de las personas con limitaciones, es un hecho 
ampliamente conocido, que la importancia del acceso a un trabajo 

no se reduce al mero aspecto económico, en el sentido de que el 

salario que perciba la persona limitada sea el requerido para 

satisfacer sus necesidades de subsistencia y las de su familia. No, 

en el caso de las personas con limitaciones, el que ellas puedan 

desarrollar una actividad laboral lucrativa adquiere connotaciones 

de índole constitucional pues, se ubica en el terreno de la dignidad de la persona ‘como sujeto, razón y fin de la Constitución de 1991’ 
(sentencia T-002 de 1992), que permite romper esquemas 

injustamente arraigados en nuestro medio, como aquel de que un limitado físico, sensorial o psíquico es ‘una carga’ para la sociedad”.  
La estabilidad laboral reforzada no tiene un rango puramente legal sino que tiene 

fundamento directo en diversas disposiciones de la Constitución Política, a saber: 

en el derecho a “la estabilidad en el empleo” (art. 53 C.P.); en el derecho de todas las personas que “se encuentren en circunstancias de debilidad manifiesta” a ser protegidas “especialmente” con miras a promover las condiciones que hagan posible una igualdad “real y efectiva” (arts. 13 y 93 C.P.); en que el derecho al trabajo “en todas sus modalidades” tiene especial protección del Estado y debe estar rodeado de “condiciones dignas y justas” (art. 25 C.P.); en el deber que tiene el Estado de adelantar una política de “integración social” a favor de aquellos que pueden considerarse “disminuidos físicos, sensoriales y síquicos” (art. 47 C.P.); en el 

derecho fundamental a gozar de un mínimo vital, entendido como la posibilidad 

efectiva de satisfacer necesidades humanas básicas como la alimentación, el 

vestido, el aseo, la vivienda, la educación y la salud (arts. 1, 53, 93 y 94 C.P.); y en el 

deber de todos de “obrar conforme al principio de solidaridad social” ante eventos 



que supongan peligro para la salud física o mental de las personas (arts. 1, 48 y 95 

C.P.). 

Ahora bien, con fundamento en el artículo 13 de la Constitución Política, esta 

Corporación ha extendido el beneficio de la protección laboral reforzada 

establecida en la Ley 361 de 1997, a favor de aquellos trabajadores que sufren 

deterioros de salud en el desarrollo de sus funciones, por ejemplo, a raíz de un 

accidente de trabajo o de una enfermedad. La persona que se encuentre en estas 

circunstancias está en estado de debilidad manifiesta, sin necesidad de que exista 

una calificación previa que acredite tal condición, y el despido en razón de la 

enfermedad que padezca, constituye un trato discriminatorio que puede ser 

cuestionado a través de la acción de tutela.  

La estabilidad laboral reforzada, entonces, rige de manera general las relaciones 

laborales en favor de los trabajadores que por sus disminuciones físicas, psíquicas 

o sensoriales deben ser tratados preferentemente, en el sentido de garantizarles la 

permanencia en el empleo. Así, aquellos trabajadores que sufren una 

disminución considerable en su estado de salud durante el trascurso del 

contrato laboral, deben ser tenidos como personas que se encuentran en 

situación de debilidad manifiesta y, por ello, gozan de estabilidad laboral 

reforzada por aplicación directa de la Constitución. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

Esta acción de Tutela es procedente de conformidad con lo establecido en los 

artículos 1, 2, 5, 7 y 9 del Decreto 2591 de 1991, así como sus normas 

concordantes, junto con los artículos 48, 49 y 86 de la Constitución Política de 

Colombia.  

JURAMENTO 

Bajo la gravedad de juramento certifico que no he interpuesto otra Acción de 

Tutela ante otro despacho judicial por los mismos hechos, y que me asiste la buena 

fe y el interés exclusivo de defender mis derechos fundamentales.  

PRUEBAS 

Solicito se tengan en cuenta, fuera de las que usted considere pertinentes y 

conducentes practicar de oficio, las siguientes: 

1. Copia historia clínica. 
2. Copia incapacidades médicas. 

 

 

 

 

 



COMPETENCIA 

Señor juez, su despacho es competente para conocer de la presente acción de 

tutela por tener jurisdicción en el lugar de ocurrencia de los hechos, que violentan 

los derechos fundamentales de la accionante.  

ANEXOS 

1. Los relacionados en el acápite de pruebas. 

2. Copia Cedula De Ciudadanía. 

 

DIRECCION PARA NOTIFICACIONES 

Accionante; 
Dirección: Carrera 14 # 14 – 18 B/ Antonio Nariño 

Teléfono: 3162299454 

Accionado; 
Dirección: Finca Matos 

Teléfono: 3128453965 

 

 

JAIME ROMERO 
C.C 10.179.175 

 

 

 












































